
ARTÍCULO 2.2.4.4.4.4. PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO DEL AVAL. Las
entidades que estén interesadas en obtener autorización para impartir el Programa de Formación
en Insolvencia, deberán presentar ante el Ministerio de Justicia y del Derecho el contenido del
programa académico propuesto y el tiempo de duración. La propuesta debe además desarrollar
los objetivos de cada uno de los ejes temáticos a que hace referencia el artículo anterior, el
sistema de evaluación de los alumnos, y el sistema de evaluación de docentes de cada eje
temático.

En un plazo no mayor a sesenta (60) días calendario, el Ministerio de Justicia y del Derecho
deberá verificar si la solicitud de Aval cumple con los requisitos exigidos en el presente capítulo

Si la solicitud no satisface los mencionados requisitos, el Ministerio de Justicia y del Derecho así
lo indicará al solicitante y otorgará un plazo no mayor a treinta (30) días calendario para que
subsane los defectos que pueda presentar su solicitud, so pena del archivo del trámite.

Si la solicitud satisface los requisitos exigidos para otorgar el Aval, el Ministerio de Justicia y del
Derecho expedirá la Resolución respectiva. En este caso, se notificará el respectivo acto
administrativo al representante legal de la entidad, y se ingresarán los datos de la entidad avalada
en el Sistema de Información de Conciliación y Arbitraje.

PARÁGRAFO. El Ministerio de Justicia y del Derecho velará por la implementación del trámite
virtual para solicitar el aval para impartir los Programas de Formación.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 16)

ARTÍCULO 2.2.4.4.4.5. CERTIFICADOS. Las Entidades Avaladas certificarán solamente a
las personas que cursen y aprueben el programa académico ofrecido. El certificado que expidan
deberá contener, como mínimo, la siguiente información:

a) Nombre de la entidad avalada para impartir el Programa de Formación;

b) Número de la Resolución que confiere el Aval;

c) Nombre y cédula de ciudadanía del estudiante;

d) Intensidad horaria del programa académico;

e) Firma del Director.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 17)

ARTÍCULO 2.2.4.4.4.6. REGISTRO DE CAPACITADOS EN EL SISTEMA DE
INFORMACIÓN DE CONCILIACIÓN. La Entidad Avalada deberá registrar en el Sistema de
Información de la Conciliación del Ministerio de Justicia y del Derecho, los datos de quienes han
cursado y aprobado la formación respectiva.

La Superintendencia de Sociedades dispondrá lo pertinente para que los promotores inscritos en
sus listas para el Régimen de Insolvencia Empresarial sean incluidos en el Sistema de
Información de la Conciliación del Ministerio de Justicia y del Derecho, y comunicará a este
cualquier modificación o exclusión.



(Decreto 2677 de 2012, artículo 18)

ARTÍCULO 2.2.4.4.4.7. EDUCACIÓN CONTINUADA. Cada dos (2) años el conciliador y
el liquidador deberán acreditar la realización de cursos de educación continuada por un número
mínimo de cuarenta (40) horas. El cumplimiento de este requisito se acreditará mediante
certificado de la institución que haya impartido el curso, foro, seminario o evento similar, que se
presentará ante el Centro de Conciliación o Notaría en que el conciliador se halle inscrito.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 19)

SECCIÓN 5.

ESCOGENCIA DEL CONCILIADOR, IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES.

ARTÍCULO 2.2.4.4.5.1. PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN DEL CONCILIADOR EN
INSOLVENCIA. En ejercicio de la facultad contenida en el artículo 541 del Código General del
Proceso, y dentro de los tres (3) días siguientes a la presentación de la solicitud de apertura del
trámite de negociación de deudas, el Centro de Conciliación o el notario designará el conciliador
de la lista elaborada para el efecto. La escogencia será rotatoria, de manera que la misma persona
no pueda ser nombrada por segunda vez sino cuando se haya agotado la lista correspondiente.

Si dentro del término previsto en el artículo 541 del Código General del Proceso el notario no
designa un conciliador distinto, se entiende que asume personalmente el conocimiento del
procedimiento.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 20)

ARTÍCULO 2.2.4.4.5.2. CAUSALES DE IMPEDIMENTO. El conciliador designado por el
Centro de Conciliación o por el notario, deberá manifestar bajo la gravedad del juramento que
acepta el cargo por no encontrarse incurso en alguna de las causales de impedimento previstas en
la ley para los jueces, que se le aplicarán en lo pertinente.

El juramento se entenderá prestado por el Notario cuando avoca directamente el conocimiento de
los procedimientos de insolvencia.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 21)

ARTÍCULO 2.2.4.4.5.3. TRÁMITE DE LA RECUSACIÓN. Cuando al momento de aceptar
el cargo o durante el ejercicio de su función se configure una causal de impedimento o
incompatibilidad, el conciliador o el notario, deberá manifestarla de inmediato.

Si el conciliador designado tiene algún impedimento o no manifiesta su aceptación en el tiempo
establecido por la ley para el efecto, el centro de conciliación o el notario lo reemplazará por la
persona que siga en turno en la lista.

En el evento en que el conciliador se encuentre impedido y no lo declare, podrá ser recusado
según lo establecido en el artículo 541 del Código General del Proceso, por el deudor o cualquier
acreedor que pruebe su calidad ante el centro de conciliación o la Notaría, precisando la causal y
los hechos que lo justifican.



El centro de conciliación o el notario dará traslado del escrito y sus anexos al conciliador para
que en un término de tres (3) días se pronuncie. Vencido este término, el centro de conciliación o
el notario resolverá la recusación dentro de los tres (3) días siguientes. De encontrarla
procedente, designará otro conciliador.

Cuando el notario avoque conocimiento del Procedimiento de Insolvencia de manera directa, las
recusaciones que contra él se formulen serán resueltas por la Superintendencia de Notariado y
Registro a la mayor brevedad posible. En caso de encontrar probada la recusación, la
Superintendencia ordenará el envío de la solicitud y de sus anexos a la Notaría que corresponda
según reparto.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 22)

SECCIÓN 6.

SANCIONES Y CESACIÓN DE FUNCIONES.

ARTÍCULO 2.2.4.4.6.1. REMOCIÓN Y SUSTITUCIÓN. El Centro de Conciliación o el
notario removerá al conciliador y lo excluirá de la lista:

1. Cuando haya incumplido gravemente sus funciones, deberes u obligaciones.

2. Cuando haya incumplido reiteradamente las órdenes impartidas por el Juez.

3. Cuando estando impedido guarde silencio sobre la existencia del impedimento.

4. Cuando haya suministrado información engañosa sobre sus calidades profesionales o
académicas que hubieren sido tenidas en cuenta por el Centro de Conciliación o el notario para
incluirlo en la lista.

5. Cuando haya hecho uso indebido de información privilegiada o sujeta a reserva.

6. Cuando por acción u omisión hubieren incumplido la ley o el reglamento.

7. Cuando hubiere participado en la celebración de actos encaminados a disponer, gravar o
afectar negativamente los bienes que integren el activo patrimonial del insolvente.

8. Las demás contempladas en la Ley.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 23)

ARTÍCULO 2.2.4.4.6.2. CESACIÓN DE FUNCIONES Y SUSTITUCIÓN. El conciliador
cesará en sus funciones y será sustituido, sin necesidad de trámite incidental ni revisión judicial
dentro del Procedimiento de Insolvencia, en los siguientes eventos:

1. Por renuncia debidamente aceptada por el Centro de Conciliación, el notario o el Juez.

2. Por muerte o declaratoria de discapacidad mental.

3. Por haber prosperado una recusación.

4. Por la ocurrencia de una causal de impedimento sobreviniente.



5. Por no haberse acreditado el cumplimiento del requisito de educación continuada dentro del
término previsto en el artículo 2.2.4.4.4.3 del presente capítulo.

6. Por renuencia en la constitución o renovación de las pólizas.

En el evento previsto en el numeral 1, la aceptación solo podrá darse y surtirá efectos desde que
la persona escogida como reemplazo acepte el cargo.

En los casos previstos en los numerales 2 a 6, en el mismo acto que ordena la cesación de
funciones, el Centro de Conciliación o el notario designará un nuevo conciliador, y se seguirá el
mismo procedimiento de aceptación previsto en los artículos 541 del Código General del Proceso
y 2.2.4.4.4.4 y siguientes del presente capítulo.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 24)

SECCIÓN 7.

TARIFAS.

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.1. BASE PARA CALCULAR LAS TARIFAS EN LOS
PROCEDIMIENTOS DE INSOLVENCIA. En los Procedimientos de Insolvencia, los Centros de
Conciliación Remunerados estimarán las tarifas según el valor total del monto de capital de los
créditos a cargo del deudor, de conformidad con la relación de acreedores que se presente como
anexo de la solicitud.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 25)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.2. TARIFAS MÁXIMAS APLICABLES A LOS CENTROS DE
CONCILIACIÓN REMUNERADOS. Los Centros de Conciliación Remunerados calcularán el
monto de sus tarifas de acuerdo con las siguientes pautas:

a) Cuando el total del monto de capital de los créditos a cargo del deudor sea inferior o igual a un
salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv), la tarifa a aplicar será de hasta cero punto
dieciocho salarios mínimos legales mensuales vigentes (0.18 smlmv);

b) Cuando el total del monto de capital de los créditos a cargo del deudor supere la suma de un
salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv) y sea inferior o igual a diez salarios mínimos
legales mensuales vigentes (10 smlmv), la tarifa máxima será de hasta cero punto siete salarios
mínimos legales mensuales vigentes (0.7 smlmv);

c) Cuando el total del monto de capital de los créditos a cargo del deudor supere los diez salarios
mínimos legales mensuales vigentes (10 smlmv) y sea inferior o igual a veinte salarios mínimos
legales mensuales vigentes (20 smlmv), la tarifa máxima será de hasta un salario mínimo legal
mensual vigente (1 smlmv);

d) Cuando el total del monto de capital de los créditos a cargo del deudor supere los veinte
salarios mínimos legales mensuales vigentes (20 smlmv), por cada veinte salarios mínimos
legales mensuales vigentes (20 smlmv) o fracción del monto de capital de los pasivos del deudor,
la tarifa máxima se incrementará en uno punto cinco salarios mínimos legales mensuales
vigentes (1.5 smlmv), sin que pueda superarse los treinta salarios mínimos legales mensuales
vigentes (30 smmlv), tal como se indica en la siguiente tabla:



Valor total del monto de capital de los créditos (smlmv) Tarifa máxima (smlmv)

De 0 hasta 1 0.18

Más de 1 hasta 10 0.7

Más de 10 hasta 20 1.0

Más de 20 hasta 40 2.5

Más de 40 hasta 60 4.0

Más de 60 hasta 80 5.5

Más de 80 hasta 100 7.0

Más de 100 hasta 120 8.5

Más de 120 hasta 140 10.0

Valor total del monto de capital de los créditos (smlmv) Tarifa máxima (smlmv)

Más de 140 hasta 160 11.5

Más de 160 hasta 180 13.0

Más de 180 hasta 200 14.5

Más de 200 hasta 220 16.0

Más de 220 hasta 240 17.5

Más de 240 hasta 260 19.0

Más de 260 hasta 280 20.5

Más de 280 hasta 300 22.0

Más de 300 hasta 320 23.5

Más de 320 hasta 340 25.0

Más de 340 hasta 360 26.5

Más de 360 hasta 380 28.0

Más de 380 hasta 400 29.5

Más de 400 30 (máximo)

PARÁGRAFO 1o. Los Centros de Conciliación fijarán, en su reglamento interno, la proporción
de dichas tarifas que corresponderá al conciliador.

PARÁGRAFO 2o. Los Centros de Conciliación deberán establecer criterios objetivos de cálculo
de las tarifas teniendo en cuenta la complejidad del caso, el número de acreedores, el valor de los
activos y el valor de los pasivos, siempre que se respeten los topes y porcentajes a los que se
refiere el presente artículo. En todo caso, para el cálculo de las tarifas se tendrá en cuenta el
monto total de las obligaciones por concepto de capital así como los ingresos del deudor, de
manera que, para el caso en concreto, las tarifas fijadas no constituyan una barrera de acceso a
los procedimientos de insolvencia de la persona natural no comerciante.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 26)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.3. TARIFAS MÁXIMAS APLICABLES A LAS NOTARÍAS. La
Superintendencia de Notariado y Registro determinará mediante resolución las tarifas a cobrar
por los notarios para conocer de los Procedimientos de Insolvencia, dentro de los topes máximos
fijados por el artículo anterior. Para la fijación de los montos, tendrá en cuenta que estas deben



constituir una equitativa retribución del servicio y que no pueden gravar en exceso a quienes
acceden a los Procedimientos de Insolvencia. Dichas tarifas serán revisadas anualmente.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 27)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.4. DETERMINACIÓN DE LA TARIFA. El Centro de Conciliación, al
momento de designar el conciliador, fijará la tarifa que corresponda pagar al deudor para acceder
al procedimiento de negociación de deudas o de convalidación de acuerdo privado. Dentro de los
cinco (5) días hábiles siguientes a la aceptación del cargo, el conciliador designado comunicará al
deudor el valor al que asciende dicho monto, junto con los defectos que tenga la solicitud, si los
hubiere.

En el caso de las Notarías, la tarifa será fijada y comunicada al deudor por el notario.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 28)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.5. RECHAZO DE LA SOLICITUD. Cuando la tarifa no sea cancelada
dentro de los cinco (5) días siguientes a aquel en que el deudor reciba la comunicación de que
trata el artículo anterior, el conciliador o el notario rechazará la solicitud. Contra dicha decisión
solo procederá el recurso de reposición, en los mismos términos y condiciones previstos para el
proceso civil.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 29)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.6. RELIQUIDACIÓN DE LA TARIFA. Si se formulan objeciones a la
relación de acreencias presentada por el deudor, y estas fueren conciliadas en audiencia, el
Centro de Conciliación o el Notario liquidarán nuevamente la tarifa dentro de los cinco (5) días
hábiles siguientes a la realización de dicha audiencia.

En caso de que las objeciones propuestas no sean conciliadas en audiencia, y sean resueltas por el
Juez Civil Municipal de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 552 del Código
General del Proceso, el Centro de Conciliación o el notario liquidarán nuevamente la tarifa al
momento de señalar nueva fecha y hora para la continuación de la audiencia.

Si, como consecuencia de las objeciones, la cuantía del capital de las obligaciones a cargo del
deudor varía, la tarifa se liquidará sobre el monto ajustado, de conformidad con lo establecido en
el artículo 2.2.4.4.7.2., del presente capítulo.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 30)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.7. SESIONES ADICIONALES. Si en el procedimiento de negociación
de deudas o de convalidación del acuerdo privado se realizan más de cuatro (4) sesiones con el
conciliador o el Notario, podrá cobrarse hasta un diez por ciento (10%) adicional sobre la tarifa
inicialmente estimada de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.4.4.7.2. del presente
capítulo, con independencia del número de sesiones adicionales que se realicen.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 31)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.8. TARIFAS EN CASO DE AUDIENCIA DE REFORMA DEL



ACUERDO DE PAGO. Cuando se solicite la reforma del acuerdo de pago, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 556 del Código General del Proceso, el centro de conciliación o la
notaría podrán cobrar por dicho trámite hasta un treinta por ciento (30%) adicional de la tarifa
inicialmente estimada de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.4.4.7.2. del presente
capítulo.

La nueva tarifa deberá ser sufragada por el deudor o por el grupo de acreedores que hubieren
solicitado la reforma, dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la comunicación de la
nueva tarifa. Vencido dicho término, y si se hubiese cancelado el monto indicado, el conciliador
o el notario fijará fecha y hora para audiencia de reforma. En caso de que no sea cancelada la
nueva tarifa en el término mencionado, el conciliador o el notario rechazará la solicitud de
reforma.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 32)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.9. TARIFAS EN CASO DE AUDIENCIA POR INCUMPLIMIENTO
DEL ACUERDO. Cuando el deudor o alguno de los acreedores denuncie el incumplimiento del
acuerdo de pago y deba citarse a audiencia de reforma del acuerdo, en los términos del artículo
560 del Código General del Proceso, el centro de conciliación o la Notaría podrán cobrar por
dicho trámite hasta un treinta por ciento (30%) adicional de la tarifa inicialmente estimada de
conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.4.4.7.2. del presente capítulo.

La nueva tarifa deberá ser sufragada por el deudor o el acreedor que hubiese denunciado el
incumplimiento, dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la comunicación de la nueva
tarifa. Vencido dicho término, y si se hubiese cancelado el monto indicado, el conciliador fijará
fecha y hora para audiencia de reforma. En caso de que no sea cancelada la nueva tarifa en el
término mencionado, el conciliador rechazará la solicitud de reforma.

El acreedor que hubiese pagado la tarifa prevista en este artículo podrá repetir contra el deudor si
se encuentra probado el incumplimiento. Dicho crédito tendrá calidad de gasto de
administración, en los términos del artículo 549 del Código General del Proceso, y deberá
pagarse de preferencia sobre los créditos comprendidos por el acuerdo de pago.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 33)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.10. TARIFAS EN CASO DE NULIDAD DEL ACUERDO DE PAGO.
No habrá lugar al cobro de tarifas por la audiencia que se convoque para corregir el acuerdo de
pago cuando el Juez Civil Municipal haya declarado su nulidad, según lo previsto en el artículo
557 del Código General del Proceso.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 34)

ARTÍCULO 2.2.4.4.7.11. REGISTRO Y RADICACIÓN DEL ACTA. El operador de
insolvencia deberá radicar el acta que contenga el acuerdo de pago o sus reformas, ante el
director del centro de conciliación y ante el despacho notarial según corresponda, siguiendo para
ello el procedimiento establecido en el artículo 14 de la Ley 640 de 2001 y en los decretos que la
reglamenten.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 35)



SECCIÓN 8.

INFORMACIÓN Y CAUCIONES.

ARTÍCULO 2.2.4.4.8.1. INFORMACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE
INSOLVENCIA. Para efecto del cumplimiento de las obligaciones del conciliador en
insolvencia, en particular la establecida en el numeral 3 del artículo 537 del Código General del
Proceso, el conciliador o el notario según corresponda presentará en la audiencia de que trata el
artículo 550 del mismo estatuto, un informe con destino al deudor y a los acreedores sobre el
objeto, alcance y límites del procedimiento de negociación de deudas, así como respecto del
acuerdo de pagos. Las actas de las audiencias harán parte de un expediente que podrá ser
consultado por el deudor y por los acreedores en el Centro de Conciliación o en la Notaría.

El liquidador en el procedimiento de liquidación patrimonial presentará trimestralmente al juez
del procedimiento y con destino a los acreedores, un informe del estado del procedimiento de
liquidación patrimonial, un informe del estado de los bienes, pagos de gastos de administración,
gastos de custodia de los activos, enajenaciones de bienes perecederos o sujetos a deterioro.

Así mismo y como parte de la rendición de cuentas finales de la gestión de que trata el numeral 4
del artículo 571 del Código General del Proceso, presentará también una relación pormenorizada
de las obligaciones que mutaron en obligaciones naturales y a las que se refiere el numeral 1 del
mismo artículo.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 36)

SECCIÓN 9.

DISPOSICIONES ESPECIALES RELATIVAS AL PATRIMONIO DE FAMILIA
INEMBARGABLE Y A LA AFECTACIÓN A VIVIENDA FAMILIAR.

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.1. RELACIÓN DE BIENES CONSTITUIDOS COMO PATRIMONIO
DE FAMILIA INEMBARGABLE O AFECTADOS A VIVIENDA FAMILIAR. El deudor, en la
solicitud de negociación de deudas o de convalidación de acuerdos privados deberá incluir los
bienes que haya constituido como patrimonio de familia inembargable o que haya afectado a
vivienda familiar, dentro de la relación de bienes de que trata el numeral 4 del artículo 539 del
Código General del Proceso.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 37)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.2. NEGOCIACIÓN SOBRE LOS BIENES CONSTITUIDOS COMO
PATRIMONIO DE FAMILIA INEMBARGABLE. El deudor y sus acreedores podrán disponer,
en los acuerdos de pago, de los bienes del deudor constituidos como patrimonio de familia
inembargable, siempre y cuando se cumpla con los siguientes requisitos:

1. Cuando el cónyuge o compañero permanente del deudor haya manifestado expresamente por
escrito que consiente en el acuerdo de pago que se negocia o en el acuerdo privado cuya
convalidación se pretende.

2. Cuando se cuente con el consentimiento de los hijos del deudor, en caso de haberlos,



expresado por el curador de que trata el artículo 23 de la Ley 70 de 1931.

3. Cuando todos los comuneros beneficiarios del patrimonio de familia hubieren llegado a la
mayoría de edad, de acuerdo con lo expresado por el artículo 29 de la Ley 70 de 1931.

4. En los demás eventos en los que la ley permita el levantamiento del patrimonio de familia
inembargable y la enajenación de los bienes, con el lleno de los requisitos exigidos para el efecto.

PARÁGRAFO. Cuando sobre el inmueble se haya constituido hipoteca para garantizar créditos
otorgados para la adquisición, remodelación, subdivisión, reparación, mejora o construcción de
la vivienda en la que se haya constituido patrimonio de familia, se respetarán la prelación y los
privilegios señalados en las Leyes 9ª de 1989, 3ª de 1991 y 546 de 1999.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 38)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.3. NEGOCIACIÓN SOBRE LOS BIENES AFECTADOS A
VIVIENDA FAMILIAR. El deudor y sus acreedores podrán disponer, en los acuerdos de pago,
de los bienes del deudor afectados a vivienda familiar, siempre y cuando se cuente con los
siguientes requisitos:

1. Cuando el cónyuge o compañero permanente del deudor haya manifestado expresamente por
escrito que consiente en el acuerdo de pago que se negocia o en el acuerdo privado cuya
convalidación se pretende.

2. Cuando el deudor cuente con autorización judicial en los demás casos previstos en el artículo
4o de la Ley 258 de 1996.

3. En los demás eventos en los que la ley permita la cancelación de la afectación a vivienda
familiar y la enajenación de los bienes.

PARÁGRAFO. Cuando sobre el inmueble se haya constituido hipoteca para garantizar créditos
otorgados para la adquisición, remodelación, subdivisión, reparación, mejora o construcción del
bien afectado a vivienda familiar, se respetarán la prelación y los privilegios señalados en la Ley
258 de 1996.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 39)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.4. EXCLUSIÓN DE LA MASA. En aplicación de lo dispuesto en el
artículo 565 numeral 4 del Código General del Proceso, los bienes que se hubiesen constituido
como patrimonio de familia inembargable o que se hubiesen afectado a vivienda familiar están
excluidos de la masa de la liquidación, sin perjuicio de los derechos que los artículos 60 de la
Ley 9ª de 1989, 38 de la Ley 3ª de 1991, 7 de la Ley 258 de 1996 y 22 de la Ley 546 de 1999 le
atribuyen a los titulares de los siguientes créditos:

1. Los que estuvieren garantizados con hipoteca constituida con anterioridad al registro de la
afectación a vivienda familiar del bien.

2. Los préstamos que se hubieren otorgado para la adquisición, construcción o mejora de los
bienes afectados a vivienda familiar.

3. Los que se hubieren otorgado para financiar la construcción, adquisición, mejora o subdivisión



de la vivienda constituida como patrimonio de familia inembargable.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, el liquidador actualizará,
dentro de los veinte (20) días siguientes a su posesión, el avalúo del inmueble constituido como
patrimonio de familia inembargable o afectado a vivienda familiar, en los términos del artículo
564 numeral 3 del Código General del Proceso. El resultado de dicho ejercicio será incluido en
los inventarios y avalúos de que trata el artículo 567 del Código General del Proceso, como bien
excluido de la masa, y será objeto de contradicción en los términos y condiciones allí previstos.
El Juez resolverá sobre el avalúo del bien en el auto que cite a audiencia de adjudicación.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 40)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.5. PRESENTACIÓN DEL CRÉDITO GARANTIZADO CON EL
BIEN CONSTITUIDO COMO PATRIMONIO DE FAMILIA INEMBARGABLE O
AFECTADO A VIVIENDA FAMILIAR. Según lo previsto por el artículo 565 del Código
General del Proceso, los créditos relacionados en el artículo anterior se harán exigibles en virtud
de la apertura de la liquidación patrimonial. Sus titulares deberán hacerse parte del
procedimiento, en la oportunidad fijada en el artículo 566 del Código General del Proceso, y
deberán acompañar a su solicitud prueba siquiera sumaria de la existencia del crédito reclamado
y del cumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior.

Los hechos constitutivos de excepciones de mérito se presentarán y tramitarán como objeciones
al crédito presentado y serán resueltas por el Juez en el auto que cite a audiencia de adjudicación.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 41)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.6. ADJUDICACIÓN DEL BIEN CONSTITUIDO COMO
PATRIMONIO DE FAMILIA INEMBARGABLE O AFECTADO A VIVIENDA FAMILIAR.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 467 numeral 4 del Código General del Proceso, el
valor de la adjudicación del bien constituido como patrimonio de familia inembargable o
afectado a vivienda familiar será equivalente al noventa por ciento (90%) del valor del avalúo. Si
dicho valor es superior al monto del crédito garantizado con él, el Juez señalará el valor de la
diferencia en el auto que cite a audiencia de adjudicación. El acreedor podrá optar por la
adjudicación del bien, en cuyo caso deberá consignar dicho valor a órdenes del juzgado dentro de
los tres (3) días siguientes a la ejecutoria de dicha providencia, en los términos del artículo 467
del Código General del Proceso. Los dineros consignados acrecentarán la masa de la liquidación.

En la audiencia de adjudicación, antes de escuchar las alegaciones de las partes sobre el proyecto
presentado por el liquidador, el Juez verificará que el acreedor garantizado haya presentado
oportunamente el comprobante de la consignación de que trata el inciso anterior teniendo en
cuenta, en lo pertinente, la regla prevista en el inciso final del artículo 453 del Código General
del Proceso. A continuación adjudicará el inmueble al acreedor garantizado.

Realizada la adjudicación del bien al acreedor garantizado, el juez oirá las alegaciones de las
partes sobre el proyecto de adjudicación presentado por el liquidador y proferirá providencia de
adjudicación, en los términos del artículo 570 del Código General del Proceso.

PARÁGRAFO. Dentro del término para consignar el mayor valor del bien, el acreedor
garantizado podrá solicitar que se le adjudique el bien constituido como patrimonio de familia



inembargable o afectado a vivienda familiar en común y proindiviso con otros acreedores. El
Juez autorizará dicha solicitud en la audiencia de adjudicación cuando cumpla con los siguientes
requisitos:

1. Se cuente con el consentimiento expreso y por escrito de los demás acreedores beneficiarios de
la adjudicación.

2. La adjudicación respete el orden legal de prelación de créditos y la igualdad entre los
acreedores pertenecientes a cada una de las clases y grados.

3. Existan bienes suficientes en la masa de la liquidación para poder satisfacer las obligaciones
pertenecientes a clases y grados superiores a las de los demás acreedores beneficiarios de la
adjudicación.

4. Existan bienes suficientes en la masa de la liquidación para satisfacer las obligaciones
pertenecientes a la misma clase y grado en la misma proporción y condiciones que los demás
acreedores beneficiarios de la adjudicación.

5. La adjudicación no vulnere la Constitución ni la ley.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 42)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.7. INSUFICIENCIA DEL BIEN CONSTITUIDO COMO
PATRIMONIO DE FAMILIA INEMBARGABLE O AFECTADO A VIVIENDA FAMILIAR.
De quedar saldos insolutos una vez adjudicada la garantía, estos serán pagados con la masa de la
liquidación, respetando el orden de prelación de créditos y la igualdad con los demás acreedores
involucrados.

Si con posterioridad a la adjudicación de los bienes de la masa de la liquidación subsistieren
saldos insolutos, procederán los efectos dispuestos en el numeral 1 del artículo 571 del Código
General del Proceso.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 43)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.8. PROCESOS EJECUTIVOS. Durante el procedimiento de
negociación del acuerdo de pagos, la convalidación del acuerdo privado y la ejecución de uno u
otro, no podrán iniciarse procesos ejecutivos para cobrar las obligaciones de las que trata el
presente capítulo, y se suspenderán los que estuvieren en curso.

Tampoco podrán iniciarse ni continuarse procesos ejecutivos para cobrar las obligaciones de las
que trata el presente capítulo. Los procesos ejecutivos que estuvieren en curso serán remitidos a
la liquidación en los términos del artículo 564 numeral 4 del Código General del Proceso, y
frente a los créditos allí reclamados se seguirá el trámite previsto en este capítulo.

Con todo, los procesos ejecutivos podrán continuarse con los terceros garantes o codeudores, en
los términos del artículo 547 del Código General del Proceso.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 44)

ARTÍCULO 2.2.4.4.9.9. LEVANTAMIENTO DE LA AFECTACIÓN A VIVIENDA



FAMILIAR. Durante el término de traslado de los inventarios y avalúos presentados por el
liquidador, cualquiera de los acreedores perjudicados podrá solicitar el levantamiento de la
afectación a vivienda familiar, en los términos del artículo 4o numeral 7 de la Ley 258 de 1996.

La solicitud será presentada ante el Juez que conoce el procedimiento de liquidación patrimonial,
en virtud de la competencia preferente establecida en los artículos 17 numeral 9 y 576 del
Código General del Proceso. Con la solicitud, el acreedor deberá acompañar prueba del perjuicio
que le causa la afectación a vivienda familiar, por la insuficiencia de los activos que conforman
la masa de la liquidación. El Juez resolverá sobre la procedencia del levantamiento en el auto que
cite a audiencia de adjudicación.

En dicha providencia, el Juez procurará la protección del derecho constitucional a la vivienda
digna del deudor. Para ello tendrá en cuenta, entre otros criterios, el valor de la vivienda afectada
con dicho gravamen, y protegerá especialmente las viviendas de interés social, y aquellas cuyo
valor no supere el monto previsto en el artículo 1o de la Ley 495 de 1999.

(Decreto 2677 de 2012, artículo 45)
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